Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:07). 


—Damos la bienvenida al señor ministro de Defensa Nacional y a las autoridades de la 
cartera. Agradecemos su comparecencia. 


La comisión está considerando el proyecto de ley relativo al Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas y, justamente, por tal motivo los hemos invitado para conocer su opinión al 
respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Es un gusto estar con ustedes en el día de hoy y comparecer en este ámbito. He 
venido acompañado por el subsecretario, señor Daniel Montiel; el general José Alcaín, director nacional 
de Sanidad de las Fuerzas Armadas y la doctora Josefina Nogueira, asesora jurídica de la cartera. 


Nosotros concurrimos a la comisión para responder, en la medida en que nos sea posible, las 
preguntas que planteen sobre un proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo referido a la creación 
de una prestación pecuniaria coactiva y no con respecto a la modificación del Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas, que es otro proceso que está en marcha y sobre el cual no existe, 
a nivel del ejecutivo, un proyecto de ley consolidado. 


Sobre este último tema estamos trabajando en forma conjunta con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y el Ministerio de Economía y Finanzas. Por el Ministerio de Defensa Nacional está 
trabajando el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas como organismo dependiente 
del ministro y como asesor. Se proyecta una reforma de carácter estructural, que será enviada al 
Parlamento —esperamos que en términos no lejanos— y tiene que ver con situaciones que entendemos 
que se han ido distorsionando desde un largo tiempo a esta parte y requieren una puesta a punto, tal 
como ha ocurrido con todo el sistema previsional del Uruguay. Consideramos que en esta área también 
es necesario hacer algunos ajustes, en el entendido de que se la ha modificado a través de distintas 
leyes, aprobadas fundamentalmente desde 1985 a esta parte, y por medio de la existencia de retiros 
incentivados que tienen que ver con leyes de carácter presupuestal. 


Estos elementos han ido modificando todo lo que hace al sistema de retiros y pensiones de 
las Fuerzas Armadas en el Uruguay. Queremos tener un sistema mucho más aggiornado y estamos 
trabajando en conjunto. Aún no existe un proyecto consolidado. Por lo tanto, no tengo elementos para 
aportar a ese respecto. Por supuesto que en lo interno los tenemos, pero no podemos exponerlos 
públicamente. 


El proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo trata sobre un tipo de retribución pecuniaria 
coactiva. Quiero manifestar que, como es obvio, este ministerio y este ministro integramos el Poder 
Ejecutivo y no nos corresponde hablar sectorialmente sobre un proyecto enviado por el Poder Ejecutivo 
como tal. 


Dentro del Poder Ejecutivo este proyecto de ley tuvo los ámbitos y los espacios de discusión 
correspondientes; allí se realizaron distintos abordajes y se analizaron diversas perspectivas. Insisto, 
este proyecto de ley fue enviado por el Poder Ejecutivo, pero la discusión y la decisión final le 
corresponden al Poder Legislativo. Hoy es un tema propio del Poder Legislativo, sin desmedro de que 
nosotros, en la medida de lo posible, hagamos los aportes que requieran para su trabajo. 


Por otra parte, esta iniciativa se inscribe dentro de lo que fue la exposición de motivos que 
hizo el Poder Ejecutivo cuando presentó la ampliación presupuestal a principios de este año en la 
rendición de cuentas 2015. En una evaluación de carácter macroeconómico que realizó el gobierno — 
particularmente los organismos y los ministerios competentes—, se incluyó el anuncio de la 
presentación de este proyecto de ley y las áreas competentes han trabajado en su elaboración. 


SEÑOR CAMY.- Damos la bienvenida al señor ministro de Defensa Nacional, al señor subsecretario, al 
director nacional de sanidad y a la asesora jurídica. 


En primer lugar, puntualmente quiero preguntar si va a ser posible o no que concurra a la 
comisión el director del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, que nosotros 
habíamos sugerido que integrara la delegación porque teníamos interés en plantearle preguntas que 
consideramos que, por su especificidad, correspondería que él contestara. En caso contrario, se las 
haría directamente al ministro de Defensa Nacional, pero reitero que pensamos que por su 
especificidad correspondería que se las planteáramos al director del Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas. 


SEÑOR MINISTRO.- En particular, el director del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas depende del director general de los servicios de las Fuerzas Armadas. El Servicio de Retiros 
y Pensiones de las Fuerzas Armadas es un organismo dependiente, desde el punto de vista 
estructural, de otro superior en lo organizativo y este, a su vez, depende directamente del ministro. O 
sea que, en la estructura del Ministerio de Defensa Nacional, el servicio no está en las Fuerzas, sino 
que es una unidad ejecutora dependiente del ministro de Defensa Nacional y lo comanda el director 
general de los Servicios. Bajo la órbita de esta última dirección está el Servicio de Retiros y Pensiones, 
el Servicio de Tutela Social y el Servicio de Vivienda de las Fuerzas Armadas. Esa es la estructura. 


En la convocatoria solo se decía que tenía que concurrir personalmente. Por otra parte, se me 
manifestó que era de interés hacer algunas preguntas al director nacional de Sanidad de las Fuerzas 
Armadas, no así al director del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. Sin desmedro 
de ello, contestaremos las preguntas que podamos y para aquellas que nos sea posible responder por 
cuestiones de carácter técnico, enviaremos la respuesta al señor senador por la vía formal 
correspondiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pido disculpas a los señores senadores y asumo la responsabilidad si no 
trasmití correctamente la sugerencia de la comisión. 


SEÑOR CAMY.- Por supuesto que aceptamos las disculpas; sabemos que hubo buena fue. Consulto al 
señor ministro si habría algún inconveniente en que concurriera el director del Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas. Expreso esto porque estamos analizando en profundidad el 
proyecto de ley en la comisión y creemos que es fundamental la presencia de este jerarca, 
fundamentalmente porque queremos hacerle algunas preguntas concretas sobre temas en los que me 
surgieron dudas a partir de la comparecencia de las autoridades del Ministerio de Economía y 
Finanzas. En aquella oportunidad, tuvimos diferencias con el propio subsecretario sobre porcentajes de 
aplicación, montos que se alcanzan, etcétera e, inclusive, se dieron algunas cifras sobre la cantidad de 
dinero a la que ascienden algunos retiros o pensiones, pero según la información que manejamos, no 
son exactas. Por eso nos parece fundamental tener la posición específica del jerarca del órgano que 
efectivamente realiza esos pagos. 


Antes de hacer las preguntas que de todas formas trasladaría al señor ministro, me parece 
importante ver si es posible definir, estando presente el máximo jerarca, si hay problemas en habilitar la 
comparecencia a futuras reuniones del mencionado jerarca. 


SEÑOR MINISTRO.- No tenemos inconveniente en que venga quien sea del Ministerio de Defensa 
Nacional a comparecer al Parlamento, pero creemos que por una cuestión de lógica organizativa y 
administrativa, en la medida en que las interrogantes puedan ser evacuadas —obviamente este es un 
ámbito político—, desde el nivel que corresponda, seguiremos en esa línea. Si por alguna circunstancia 
de carácter eminentemente específico no lo podemos hacer personalmente o a través del informe 
correspondiente, habilitaríamos la opción señalada. Entendemos que es bueno que los temas puedan 
evacuarse en el ámbito que estamos planteando, pero no intentamos esconder nada ni bloquear a 
nadie. 


SEÑOR CAMY.- Entonces trasladaría las preguntas al señor ministro. 


¿Podría expresar cuál es el monto de la mayor prestación que abona el Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas y cuántos retiros hay con un monto superior a $ 200.000? A su 
vez, ¿podría informarnos cuántos retiros tienen un monto superior a $ 100.000 y cuántos, superior a $ 
150.000? 


Por otra parte, quisiera saber a partir de qué monto real se aplicará el futuro impuesto. Esta 
es una de las dudas que nos generó la última comparecencia del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Considerando el IASS con el nuevo incremento y el nuevo impuesto ¿cuáles serían los 
porcentajes de afectación acorde a las distintas franjas? 


¿Cómo ha evolucionado la asistencia financiera que aporta Rentas Generales desde el año 
2004 hasta la fecha? 


¿Podría especificar cuáles son los ingresos genuinos del Servicio de Retiros y Pensiones de 
las Fuerzas Armadas, los porcentajes y los montos anuales aproximados? 


¿Existe alguna propuesta, tanto del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas 
como del Ministerio de Defensa Nacional, para modificar la actual normativa y reducir la asistencia 
financiera? En caso de que exista ¿podría expresar cuáles son sus aspectos más importantes? 


Finalmente, ¿a cuántos beneficiarios afectará el impuesto programado, diferenciando entre 
oficiales y personal subalterno? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como son muchas las preguntas que se han planteado y va a haber otras, 
podrían responder algunas y enviarnos luego las respuestas de las restantes. Estamos analizando este 
proyecto de ley y es bueno que tengamos toda la información. 


SEÑOR AMORIN.- Personalmente entiendo que no hay inconveniente en que respondan las preguntas 
por escrito pero, en la medida en que nos quede alguna duda, obviamente vamos a pedir una nueva 
comparecencia de las autoridades del ministerio. 


SEÑOR DELGADO.- Comparto lo que acaba de señalar el señor senador Amorín. Aceptamos las 
disculpas, pero por la especificidad de los temas —relativos a franjas, montos, etcétera— y sobre 
todo por la exposición bastante profusa y detallada del Ministerio de Economía y Finanzas, habíamos 
sugerimos la presencia del director nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas y también del Director 
del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. Queríamos comparar los datos que 
teníamos porque quizás no coincidían con los proporcionados por el Ministerio de Economía y 
Finanzas. Entendemos que antes de votar el proyecto de ley sería bueno contar con datos exactos, 
sobre todo, por parte de los principales actores involucrados, que son el Ministro de Defensa Nacional 
y el director del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, servicio que constituye una 
unidad ejecutora de ese ministerio. 


El señor senador Camy planteó algunas preguntas específicas que compartimos. 
Seguramente tendrán algunos datos y otros los enviarán por escrito, pero si se generan dudas con 
respecto a la interpretación que haga el ministerio, nos gustaría contar con la comparecencia del 
ministro y del director del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. Queremos que 
quede claro. 


Comparto las preguntas planteadas por el señor senador Camy y, además, tengo algunas 
vinculadas a temas más genéricos y una sobre sanidad militar, que quizás dejaré para la segunda 
etapa porque tiene que ver con el proyecto de ley: impacto, impuesto, franjas, montos y número de 
afectados. 


El señor senador Camy hizo una pregunta relativa a la evolución de la asistencia financiera del 
Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas desde el año 2004 a la fecha. Obviamente, 


hay un diagnóstico común, que es que existe un desfinanciamiento y las cifras coinciden con esto. A la 
pregunta de cuál ha sido la asistencia financiera le agregaría que me gustaría que el señor ministro de 
Defensa Nacional dé su interpretación sobre cuáles han sido las causas del desfinanciamiento. 


SEÑOR AMORÍN.- Voy a plantear dos temas. 


Me gustaría que se nos informe cuál es el monto salarial que se paga desde 2004 a la fecha a 
los activos del Ministerio de Defensa Nacional para tener una idea de cómo ha ido evolucionando. 
Según la información que tenemos, ha bajado en forma bastante importante la cantidad de activos 
dependientes de la cartera. 


El otro tema que quiero abordar, considero que es central. Imagino —porque así lo han 
dicho- que el Poder Ejecutivo está trabajando en una reforma integral de todo este sistema, muy 
grande y se comprometió a presentarla antes de fin de año para que el Parlamento empiece a 
estudiarla. Es muy probable que en esa reforma integral se incorpore algún ajuste que tenga que ver 
con el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. Algunas cosas posiblemente deban 
cambiar. Un ejemplo claro es la edad de retiro actual, que es de 55 años. Pero 55 años hoy no son lo 
mismo que hace cuarenta años. Es dable pensar que en esta reforma, en la que todos pretendemos 
que sea un poco menor la asistencia que se da a este servicio, ocurra un aumento en el tope de la 
edad de retiro. Se me ocurre que se debe estar pensando en eso. Es un tema complejo, porque no es 
solamente pasar de 55 años a 60 años, sino que tiene que ver con toda la escala. 


El Gobierno echa mano al Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas por un 
tema de déficit fiscal; así lo ha expresado el señor ministro de Economía y Finanzas. Concretamente 
manifestó que hay problemas serios; no dijo que todo el error fuera de él —yo creo que sí lo es—; calculó 
mal y, por lo tanto, tenemos un déficit gigantesco que hay que disminuir en el 1 % del PBI. Para eso se 
van a hacer algunas cosas, entre otras, aumentar impuestos. A toda la población que gane más de 
determinada cantidad se le va a aumentar el IRPF tanto y a las Fuerzas Armadas se les va a aumentar 
tanto más tanto. A aquellos integrantes de las Fuerzas Armadas que ganan más de cierta suma de 
dinero se les van a poner dos impuestos. Se les va a aumentar el lASS y se les va a agregar esta 
contribución extraordinaria y especial que quedará para siempre o, por lo menos, hasta que con mucha 
más justicia se estudie la totalidad del tema, que me parece que es lo más sensato. Considero que 
este es un doble castigo porque se estará aplicando el lASS más esta contribución especial. Se me 
podrá decir que hay personas que tienen ingresos muy importantes y los percibe gente que también ha 
prestado servicios muy importantes. Por ejemplo, teniendo en cuenta una jubilación de un servicio de 
retiro bruto de $ 200.000, que hoy con el lASS queda en $ 150.000 y con estos dos nuevos 
impuestos la persona pasará a cobrar $ 100.000. 


El señor ministro es parte del Poder Ejecutivo incluso ha dicho: «Yo, lo que hace el Poder 
Ejecutivo...»— pero, además, es ministro de Defensa Nacional. Por lo tanto, me gustaría preguntarle si 
le parece sensato que antes de estudiar el tema a fondo le pongamos un impuesto por las dudas para 
disminuir el déficit fiscal que, obviamente, es culpa de un mal cálculo del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO.- Podríamos contestar algunas preguntas, pero para ello debemos organizarnos. 
De ser posible, solicitamos que se pase a cuarto intermedio por diez o quince minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a cuarto intermedio. 
(Son las 10:30). 

(Vueltos a Sala). 

(Son las 10:47). 


—Continúa la sesión. Tiene la palabra el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Vamos a responder a las preguntas realizadas por el señor senador Camy de 
acuerdo con la información que contamos; algunas las enviaremos por escrito más que nada por un 
tema de certeza. 


Vamos a responder a la primera pregunta sobre cuál es el monto de la mayor prestación que 
abona el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, cuántos retiros hay con un monto 
superior a $ 200.000 y cuántos retiros tienen un monto superior a $ 100.000 y $ 150.000. 


La jubilación más alta es de $ 238.000 nominales, y corresponde a una persona, que fue 
reparada por la Ley n.* 17949 del año 2006. 


SEÑOR HEBER.- ¿Qué quiere decir reparada? 
SEÑOR MINISTRO..- Se trata de una ley de reparación jubilatoria. 


Las personas que perciben montos superiores a $ 200.000 son 14; dos, a través de la Ley n.* 
17949 —que ya mencioné-— y 12 que son excomandantes. 


Los que perciben más de $ 150.000 son 213 personas, de los cuales el 38 %, es a través de 
la Ley n.* 17949 y el 62 %, a través de la Ley n.* 16266 del año 1991 sobre retiro incentivado. 


Los que perciben más de $ 100.000 son 1.491, la mayoría corresponde a retiros comunes. 


También se preguntó a partir de qué monto real se aplicará el futuro impuesto. Según nuestros 
datos, se aplicará a partir de los $ 46.246, a lo que se suma una doceava parte del aguinaldo, lo que da 
un total de $ 50.100. 


En cuarto lugar se preguntaba cómo ha evolucionado la asistencia financiera que aporta 
Rentas Generales, desde el año 2004 a la fecha. Esta información se la vamos a enviar al señor 
senador para proveer la información con mayor certeza. 


Se preguntó si se podría especificar cuáles son los ingresos genuinos del Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas en porcentajes y montos anuales aproximados. A este respecto 
debo decir que en el año 2015 los ingresos genuinos por aportes patronales fueron $ 892:000.000 y 
por aportes personales ingresaron $ 1.252:000.000. 


¿Existe alguna propuesta del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas o 
Ministerio de Defensa Nacional para modificar la actual normativa y reducir la asistencia financiera? 
¿Podría especificar los aspectos más importantes? Esto ya fue analizado en la discusión y en el 
informe que di previamente. Como es natural, me presento acá como integrante del Poder Ejecutivo y 
en este momento no estoy en condiciones de presentar ninguna otra propuesta que no sea la de este, 
mi Poder Ejecutivo. Entiendo que este es un ámbito propio del Parlamento, que tendrá los medios y las 
formas... 


SEÑOR DELGADO.- Sé que el señor ministro va a decir que es parte del Poder Ejecutivo e integra un 
colectivo con el cual tomó una decisión que ahora viene a respaldar. Voy a insistir con la pregunta que 
hizo el señor senador Camy pero desde otra óptica: ¿se están manejando opciones para este proyecto 
que está en discusión? ¿Se consideraron otras alternativas? Formulo esta pregunta porque aunque se 
haya resuelto enviar este proyecto de ley, quizás se manejaron alternativas de arquitectura o de diseño 
diferentes que conseguían el mismo monto de incremento de la carga impositiva de los retirados. 


SEÑOR MINISTRO.- Obviamente, cuando se trata de un proyecto de ley, existen diversos abordajes 
de acuerdo con las áreas de competencia de los distintos ministerios. Esos abordajes fueron 
manejados y luego se tomó una decisión final. Hoy no tengo una propuesta diferente porque no está en 
mí, como integrante del Poder Ejecutivo, realizarla. 


SEÑOR DELGADO.- Entiendo la respuesta y me parece muy lógico decir que se manejaron opciones 
y que después el Poder Ejecutivo tomó una resolución. Eso es lo que nos está diciendo. Ahora, 
presumo que las diferentes opciones que se manejaron —y es lo que quiero preguntar al señor 
ministro— mantenían el mismo nivel de recaudación, o sea, el monto global era el mismo pero la 
arquitectura diferente. No estoy pidiendo al señor ministro que me diga cuál fue la propuesta, sino 
solamente si se discutió sobre esa base y después se definió por esta arquitectura. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor ministro está respondiendo a las preguntas que se le realizan, de 
manera que habría que respetar las respuestas tal como las da. No me parece bien que estemos 
preguntando de esa manera porque es opinar sobre otro tema que no es el que está sobre la mesa. El 
Poder Ejecutivo ya aprobó una definición y es sobre ella que tenemos que discutir. 


Si existe o no otra propuesta, no la conocemos, no es oficial ni está a consideración. 
Entonces, como dije, sugiero respetar las respuestas que está dando el señor ministro. 


Pido disculpas al señor senador Delgado por discrepar con lo que está planteando. 


SEÑOR DELGADO.- Francamente, señora presidenta, no estoy de acuerdo con su posición —lo digo 
con mucho respeto y con el afecto que sabe que le tengo- porque creo que estamos siendo muy 
respetuosos en la forma de preguntar al señor ministro y él con sus respuestas; podrán no gustarnos, 
pero eso es otra cosa. 


Obviamente, a uno le llegan versiones de diferentes montos, y por eso el señor senador 
preguntó sobre la imposición, sobre las franjas y también sobre las opciones que se manejaron, que 
quizás no estén del todo descartadas; el Poder Ejecutivo tomó esta resolución pero quizás mañana, 
buscando arquitecturas diferentes, puede llegarse al mismo monto que se planteaba recaudar. 


Por eso se planteó esa pregunta, sabiendo la especificidad del Ministerio de Defensa Nacional 
en este sentido, que conoce más que ningún otro organismo la situación del servicio de retiro. 


Ese era el sentido de la pregunta, si el señor ministro la quiere contestar, bienvenida sea la 
respuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo que podemos hacer es enviar una nota al Poder Ejecutivo preguntándole 
si hay otras opciones. Pero lo que está en discusión hoy es, en realidad, el proyecto que actualmente 
tenemos a consideración. 


SEÑOR MINISTRO.- Agradezco a la señora presidenta su intervención. De cualquier manera, creo que 
fui sumamente explícito y bien puntual en cuanto a la interrogante que se formuló. No preciso decir 
nada más. 


Con respecto a la pregunta de a cuántos beneficiarios afectará el impuesto programado, 
diferenciando oficiales y personal subalterno, señalo que el impuesto gravaría a 5.138 funcionarios 
pertenecientes al personal superior y a 2.333 del personal subalterno. De ese total de 7.471 
funcionarios, 1.430 pagan montepío, por lo cual a ellos no se les gravará con ese impuesto. Entonces, 
habrá 6.310 personas afectadas. De estos, 1.400 corresponden a personal subalterno —de sargento a 
suboficial mayor— y el resto a personal superior. 


Estas son las respuestas a la preguntas realizadas, no contestamos una del señor senador 
Camy, que más adelante se la enviaremos por escrito. 


Luego, el señor senador Amorín hizo una serie de preguntas sobre la reducción de activos y 
los montos salariales desde el 2004 a la fecha, y le enviaremos la respuesta. Hace una semana 
hicimos una presentación que consta en la versión taquigráfica del Senado, sin desmedro de lo cual, 
como corresponde le vamos a enviar el informe. En esa presentación hicimos un abordaje al tema y se 


explicitó de acuerdo a los números que teníamos. De cualquier manera vamos a contestar su pregunta 
de la forma que la solicitó. 


SEÑOR AMORÍN.- Es cierto que abordaron el tema en una extensa comparecencia del ministro, pero 
en ese momento se habló de porcentajes del PBI en el gasto total, me gustaría que se hiciera con el 
mayor detalle posible. 


SEÑOR MINISTRO.- No hay ningún inconveniente; se hará como debe ser. 


El mecanismo que ha dado el Poder Ejecutivo cuando venimos acá, desde nuestro ministerio, 
incluye la idea de que este sea un impuesto a aplicar hasta julio del año 2018. Esto es lo que se ha 
acordado, es el concepto que tenemos. Se realizó una pregunta al respecto o por lo menos se aseveró 
que ¡ba a ser hasta determinada fecha y después se iba a extender, pero venimos con el concepto de 
que la aplicación será hasta el año 2018, en la fecha que se establece en el proyecto. También 
pensamos que este es un proyecto de ley que tiene que ver con aspectos macroeconómicos —como 
bien se dijo acá y así fue presentado en la rendición de cuentas para solucionar temas de déficit fiscal— 
y no con características estructurales del servicio de retiros, que sí lo abordaremos in totum cuando 
hablemos sobre los cambios a realizar en el sistema de retiro. Deseamos que sea lo antes posible para 
eliminar incertidumbres y dificultades que se han ido generando a través del tiempo. Incluso se han 
aprobado leyes para tratar de solucionar cuestiones de carácter puntual, incentivos, recomposiciones 
de carrera y otras que han disminuido la cantidad de activos existentes. Las leyes presupuestales no 
han generado reposición de vacantes en la última rendición de cuentas y eso ha variado 
sustancialmente la relación entre activos y pasivos en nuestro ministerio. Hay que dar solución a todos 
estos temas, así como a la edad de retiro —como bien dijo el señor senador- que no se debe hacer de 
forma homogénea. No es lo mismo que un soldado se retire a los 50 o 52 años, a que lo haga un oficial 
superior. Por tanto, hay que tener un criterio y no hacerlo homogéneamente. 


También debemos hablar de montos máximos de los haberes de retiro y hacer 
puntualizaciones muy concretas con respecto a la voluntariedad y obligatoriedad, a las consideraciones 
que tienen que ver con la compensación por años de actividad. Hablamos de una serie de elementos 
que trataremos de enviar como proyecto de ley a este Poder Legislativo para que aquí se transforme 
en ley, de acuerdo con el real saber y entender de los legisladores porque, en definitiva, eso no es otra 
cosa que el sistema democrático en el que convivimos. 


SEÑOR AMORÍN.- Me parece bastante claro lo expresado por el señor ministro, pero quisiera 
ver si entendí bien. El ministro dice que este castigo se aplica a unas seis mil y pico de personas, 
debido al déficit fiscal y a un tema macroeconómico, va hasta mediados de 2018 y que no se sabe — 
supongo que después de 2018 entrará a regir esta nueva ley que tiene que ver con el sistema de 
retiros en general- si a partir de ahí este impuesto, castigo o como se llame, va a seguir o no. ¿Es eso 
lo que expresó el señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO..- Yo no dije eso, nunca hable de castigo. 

SEÑOR AMORÍN..- Eso lo dije yo. 

SEÑOR MINISTRO..- Entonces, no ponga en mi boca palabras que no dije. 

SEÑOR AMORÍN..- Eso lo dije yo porque es lo que creo, pero podemos llamarle impuesto. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a este impuesto, a esta retribución pecuniaria proactiva, como 
ministerio tenemos entendido que se va a aplicar hasta julio de 2018. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sería hasta la aprobación del servicio y en el proyecto de ley está claro, por 
tanto, le pido a los señores senadores que lean la exposición de motivos. 


SEÑOR DELGADO.- Le había solicitado al ministro que nos diera su interpretación sobre las causas 
del desfinanciamiento que ha tenido el sistema. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que, en general, han sido mencionadas. No ha existido un criterio global 
para encarar el servicio de retiros, sino enfoques parciales que han tratado de dar satisfacción a 
determinadas circunstancias coyunturales que tienen que ver con retiros, incentivos, recomposiciones 
y también con políticas de defensa, con pensar qué cantidad de funcionarios queremos en actividad, lo 
que tiene que ver con el Poder Ejecutivo, pero también con el Legislativo. Ha faltado una mirada global. 
Se han realizado acciones desde el punto de vista parcial por todos los partidos políticos, sin tener una 
visión global y tal vez el objetivo no sea el servicio de retiros, sino un sistema de carácter general que 
apunta a las políticas de defensa y a las políticas gubernamentales. El sistema de retiros ha padecido 
los coletazos de esas otras acciones de carácter general. Esa es mi respuesta. 


SEÑOR HEBER.- Lo que voy a manifestar tiene que ver con la respuesta del señor ministro a la 
pregunta de señor senador Delgado. Le voy a pedir números que seguramente no tenga acá el señor 
ministro, por lo que luego los podrá enviar por escrito. 


A ver si me explico: hubo, por parte del sistema político, desde 1985 hasta la fecha, una serie 
de leyes que afectó al Servicio de Retiro y Pensiones de las Fuerzas Armadas. La ley de incentivos, en 
el Gobierno del Partido Nacional, afectó a la caja porque, además, implicaba algo que después no se 
continuó y que era la recomposición de la pirámide —invertida, como se planteó en aquel momento; por 
lo menos es lo que recuerdo—- de personal, sobre todo superior, pero no se continuó eso y los 
incentivos se dieron. Entonces, la pregunta es si tiene un número de cómo afectó esto —quizás tienen 
un planilla anual a la caja militar, una ley que el sistema político estableció. Por lo que tengo entendido 
en aquel entonces la relación activo-pasivo era buena, si no me equivoco de cuatro activos por un 
pasivo. 


Entonces, la ley de incentivos de retiro y la reducción de personal naturalmente afectaron. No 
me parece bien que hoy estemos culpando como si esto fuera una mala administración de la caja 
militar, cuando en definitiva el sistema político es el responsable de esto. Por tanto, quisiera saber 
cómo afectó la ley n.* 17949, que tiene que ver con la recomposición de la carrera para el personal 
oficial y subalterno que fue perseguido en épocas de la dictadura militar, que se le dio jubilaciones 
privilegiadas y que eso afectó naturalmente la caja. Si nos pueden alcanzar una planilla nos resultaría 
ilustrativo para, por lo menos, tener una dimensión de cuánto afectaron a la caja estas dos leyes. Quizá 
no podamos ver cómo afectó la reducción del personal militar en la ecuación pasivo-activo en la misma 
caja, pero sí estas dos leyes, ¿no? 


Si tienen los números ahora, bárbaro, pero de lo contrario les pediríamos que nos los 
alcanzaran porque sería muy importante a los efectos del razonamiento que tenemos que hacer sobre 
los impuestos que ahora van a cargar. Reitero: siento que el sistema político es responsable de la 
situación en que se encuentra la caja en todo sentido y de todos los Gobiernos. 


Con respecto al lASS, tengo entendido que son USD 32:000.000 que van al BPS, que no 
quedan en la caja militar. O sea que si este es el número correcto tendríamos que sumar la ley de 
incentivos, la ley de recomposición de carrera para aquellos militares que fueron perseguidos en la 
época de la Dictadura y que se les dio un beneficio importante dentro de lo que puede ser el retiro. Hoy 
estábamos viendo que la jubilación más alta de $ 238.000 nominales es, justamente, de alguien que 
fue amparado en la Ley n.* 17949. Entonces, lo importante para nuestro razonamiento es cómo afecta 
esto —porque el responsable es el sistema político y no la caja militar— y después determinar de 
dónde sale el esfuerzo. Hay retiros que, si le sumamos el lASS, este nuevo impuesto y lo que se paga 
por sanidad militar, ven afectados casi el 50 % de sus ingresos, el 49 % para ser más precisos. Esa es 
una cifra que me ha sorprendido muchísimo porque alguien que percibe $ 200.000, en realidad cobra $ 
100.000, mientras que alguien con haberes de $ 100.000 recibe $ 59.000, con porcentajes 
menores pues ahí es el 41 %. 


Entonces, es importante tomar dimensión de cuánto estamos afectando realmente porque se 
suma la sanidad militar, el lASS y este impuesto. Son tres afectaciones al retiro militar que debemos 
colocar sobre la mesa. Entonces, pregunto al señor ministro si me puede hacer llegar estos números. 


Veo que tiene en su poder una planilla, lo que nos resultaría aún mejor; quizás nos la pueda alcanzar 
para poder estudiarla en estos días. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que estamos en vías de consolidar las contestaciones a las preguntas 
realizadas. Ahora voy a tratar de dar respuesta al senador Heber. 


Sí tengo una planilla, la trajimos para el mejor conocimiento de los señores senadores. Acá 
manejamos datos del Servicio de Retiro y Pensiones de las Fuerzas Armadas; quiero dejarlo 
expresamente establecido en esta instancia. 


Les vamos a alcanzar una planilla que contiene el cálculo de la carga impositiva del proyecto, 
donde figura la pasividad nominal, el aguinaldo, el lASS, la tasa que significa el total del impuesto y la 
carga tributaria. Sumado a esto están, aparte, los aportes a sanidad, al Fondo Especial de Tutela 
Social —FETS- y la tasa efectiva de descuentos legales que —según nuestros datos— llega, en el 
máximo a 45.54. 


Por otra parte, podemos dejar también —vamos a solicitar a la secretaría que haga 
fotocopias— la relación activo-pasivo desde el año 1988 a la fecha. El porcentaje ha variado desde 
aquel momento, que era de 1,17, de un total de activos de 36.686 y 31.302 pasivos, al actual, de 2015, 
de 27.310 activos y 49.558 pasivos, con una relación de 0,55. 


Quiero remarcar lo que dije anteriormente: el sistema político en su conjunto ha tratado de dar 
soluciones valederas y reales a cuestiones puntuales, pero sin tener, a veces, la conceptualización 
general de la situación. Por otro lado, el objetivo de la defensa, de todos los partidos políticos —así ha 
sido manejado hasta el momento— no tiene como objetivo final la situación de la caja de retiros, sino 
que es un objetivo general de política de defensa, lo cual está inserto en lo que son las políticas 
generales del Gobierno nacional. Esto es una parte. Pero no se ve afectado solamente por los retiros, 
sino también por otro tipo de cuestiones que tienen que ver con los haberes, con situaciones de 
carácter especial, con compensaciones —algunas fueron gravadas y otras no- y, fundamentalmente, las 
vacantes generadas en determinados períodos de gobierno. Así lo dijimos días pasados en nuestra 
exposición en el Senado, y vamos a tratar de proporcionarlo. 


O sea que hay un gran elenco de situaciones que generan un resultado o un efecto de 
desfinanciamiento. Por ejemplo, tenemos la Ley n.* 16674, de 1994, relativa al otorgamiento a 
funcionarios militares no estando comprendidos en causales de retiro obligatorio; la Ley n.* 16629, de 
1994, relativa a los funcionarios militares; la Ley n.* 16226, de Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal Ejercicio 1990; la Ley n.” 16463, de 1994, relativa a funcionarios militares; la 
Ley n.? 17949, de 2006, y algunas otras normas más que en este preciso momento no podemos 
aportar. A modo de adelanto esto es lo que podemos decir y lo que les podemos presentar. 


SEÑOR HEBER.- Quiero preguntar al señor ministro cómo afectaron estas leyes a la caja o cuánto 
significó en números la erogación en la ley de incentivos y en la ley de reparación. Me gustaría conocer 
las cifras para saber qué grado de responsabilidad hay en términos económicos. El texto lo tengo 
presente porque lo voté. 


Como última consideración, señalo que me parece relevante lo que dice el ministro con 
respecto a la reforma. No se puede mirar la reforma sin ver la misión que tienen las Fuerzas Armadas 
en nuestro país y qué retiro les vamos a dar. Creo que tenemos que empezar por el principio; la 
reforma no es simplemente un número, se trata de determinar cuál es la misión que les damos a las 
Fuerzas Armadas en el país, qué efectivos vamos a tener y cuánto nos va a costar incluso en el 
aspecto de los retiros, porque en función de la misión vamos a poder hablar de las edades. No 
podemos hablar simplemente de subir o de emparejar situaciones que son notoriamente diferentes. No 
se puede toquetear el tema de la edad si no sabemos claramente qué misión vamos a dar a las 
Fuerzas Armadas, de modo tal de poder prever no solo el costo anual que se pagaría a los efectivos, 
sino cómo va a repercutir eso, luego, en la caja de retiros militares. Simplemente hago el comentario. 
Me parece que el señor ministro «rumbeaba» en ese sentido y yo estoy de acuerdo en que primero hay 
que hablar de la misión para después ver cómo sería la situación de pensiones y de retiros en la caja. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Como al señor ministro se le solicitó que nos remita más información, 
quiero pedirle que además nos haga llegar una explicación sobre cuál es la incidencia que puede tener 
en el presente el artículo 5. de la Ley n. * 15848; me refiero, concretamente, al famoso inciso «G)». 
Por supuesto, aquella fue una reparación lógica y muy necesaria, pero también esto es parte del costo. 


SEÑOR DELGADO.- Por mi parte, tengo dos preguntas concretas sobre el tema de sanidad militar. Fui 
uno de los que propuso que el director de sanidad militar viniera. Cuando vinieron varios centros —o 
clubes— de oficiales retirados —y seguramente el señor ministro tenga las versiones taquigráficas— se 
habló mucho de que esto iba a tener impacto en la sanidad militar, no solo en función de las ciento 
ochenta personas que se atienden allí y no en el Sistema Nacional Integrado de Salud, sino también 
porque se corría el riesgo —y quiero ser muy cauto en mis palabras— de generar o de impulsar el retiro 
—me refiero a dejar de trabajar— de muchos profesionales asimilados a la carrera militar a raíz del 
desestímulo que este proyecto de ley pudiera ocasionar. En primer lugar, si el señor ministro lo permite, 
quisiera saber la impresión del director Alcaín al respecto. 


En segundo término, me gustaría conocer si desde junio a la fecha —es decir, cuando se 
presentó este proyecto de ley que establece un impuesto a los retirados— ha habido retiros en el 
sistema de sanidad militar. 


Adelanto otra pregunta al ministro que olvidé formular hoy: ¿eso también ocurrió en el 
ministerio? Desde junio a la fecha, ¿notó que aumentaron los retiros, en función de cálculos que 
algunos podían hacer en relación con este impuesto? ¿Tuvo un efecto estimulante para aumentar las 
bajas en la actividad de varios oficiales o de personal subalterno? Pregunto esto porque últimamente 
ha habido muchos rumores en el sentido de que hay mucha gente en las tres armas que está pidiendo 
el retiro. Me parece que sería bueno aclararlo. 


SEÑOR ALCAÍN..- Voy a tratar de ser claro en la contestación de esta pregunta, que es muy global. 


Aquí hay dos temas. Por un lado está el impuesto o la prestación pecuniaria y por otro, está 
la reforma del Servicio de Retiros y Pensiones. Los dos afectan y ello se debe a distintas variables. 


En cuanto a sanidad militar, este impuesto que se quiere aplicar afecta de la misma manera 
que lo hace al total de las Fuerzas Armadas. Cuando un individuo ingresa a determinada organización 
—en este caso, a la nuestra- tiene diferentes expectativas. En lo que refiere a sanidad militar, lo que 
puede afectar a los usuarios es que perdamos calidad en cuanto a los médicos y profesionales que 
atienden en este ámbito. Este es uno de los aspectos más amenazantes en este tema. Hoy un médico 
—por nombrar una de las tantas profesiones que componen la sanidad militar— ingresa tomando en 
cuenta aquellas variables normales que cualquier persona considera cuando entra a trabajar en una 
organización. Particularmente, sanidad militar ofrece a los médicos dos beneficios. Por un lado, una 
experiencia, que le da un buen currículum que después va a volcar en el mercado laboral privado. 
Hoy, generalmente, un médico con experiencia en sanidad militar se destaca y es preciado en el 
ámbito privado. 


El otro beneficio tiene que ver con un tema del que no se hablaba hasta que se puso sobre el 
tapete este proyecto de ley: la edad del retiro. Aunque quizás sean pocos lo que ingresan pensando en 
ello, hoy este asunto está en ebullición y puede llegar a desestimular al que pretende ingresar. Es una 
realidad que hoy un médico —los sigo poniendo como ejemplo porque son la base de nuestro sistema 
de salud— con 23 años de trabajo se retira con lo que equivale a 30 años, es decir, con el sueldo que 
hoy percibe. Por lo tanto, ese funcionario ya sabe que se va a retirar a los 53 años, lo que le da una 
base para poder seguir desarrollándose en otras actividades. Esto es lo que está pasando. Desde 
nuestro punto de vista, afecta a sanidad militar porque desmotiva el ingreso, particularmente de los 
profesionales. 


SEÑOR MINISTRO.- Concretamente, aquí hay dos aspectos: el impuesto y la reforma que aún no 
existe. Creo que la pregunta apunta, fundamentalmente, a cómo afecta el impuesto en las causales de 
retiro; por esa razón el señor senador solicitó que viniéramos acompañados por el director. La pregunta 
que respondió el general Alcaín fue respecto al impuesto. Son cosas diferentes. Comprendo que en el 
ideario de personas que no están exclusivamente en el tema se pueda plantear como una cuestión 


conjunta, pero son cosas distintas —reitero—, que nada tienen que ver una con la otra, incluso desde el 
punto de vista de los grupos etarios y funcionales de su aplicación. En un caso estamos pensando en 
aplicar una reforma sobre funcionarios públicos en actividad y, en otro, en aplicar un impuesto sobre 
exfuncionarios públicos. Tenemos que hacer claramente esa diferencia. El señor general ha respondido 
concretamente desde el punto de vista de la sanidad. 


SEÑOR DELGADO.- Quizás no fui del todo claro. Estamos tratando un proyecto de ley que tiene que 
ver con la aplicación de un impuesto específico al personal retirado y, obviamente, los que están en 
actividad lo proyectan. Además, se está hablando de una reforma de la caja militar, tan es así que días 
pasados el propio ministro habló de antes de fin de año. Hemos dicho que lo ideal sería manejar las 
dos cosas juntas y no empezar por un impuesto, sino por la reforma, pero esa es otra discusión. 


Hoy estamos considerando este proyecto de ley, lo otro es intangible porque nadie sabe en 
qué consiste. De todos modos, es un tema que está en el aire. En el día de ayer —o anteayer— el 
ministro de Economía y Finanzas, desde España, hizo declaraciones al respecto. Entonces 
quisiéramos saber si desde el punto de vista cuantitativo —ya no cualitativo—- la discusión de este 
proyecto de ley ha generado alguna situación especial vinculada al personal que hoy está en sanidad 
militar. ¿Ha habido más retiros? ¿Hay quienes iban a ingresar y no lo hicieron? 


SEÑOR ALCAÍN.- En lo relativo al impuesto no, señor senador. 


En cuanto a los médicos, no ha sido sustancial el retiro que ha habido. En sanidad militar hoy 
no hay retiros masivos, por hay una razón: están contenidos y a la espera de que haya algún período 
«ventana» como para decidir qué hacer. Pero, insisto, el tema es la ley, porque hoy el impuesto no 
afecta al personal en actividad. Por eso, tal como señalé anteriormente, quien vaya a ingresar puede 
sentirse desmotivado si tiene en cuenta que lo puede afectar en el futuro. 


Sabemos —porque se habla y se ve— que, pese a que el impuesto sería aplicable por 
dieciocho meses, existen algunas cláusulas que dejan entrever que se puede seguir aplicando, es decir 
que va a afectar también a la ley de retiro, pero nada más que eso. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Mi intervención va en esa misma línea. Creemos que en cuanto al tema de 
la motivación o no motivación, habría que contactar a la Facultad de Psicología o a especialistas en 
sociología para analizarlo. El asunto está en si en este último año hubo llamados a la unidad y si 
algunos de ellos han quedado vacantes o se mantienen más o menos los mismos llamados. Eso es lo 
que define la cuestión técnicamente. 


SEÑOR ALCAÍN.- Los llamados que ha habido hasta el presente están siendo cubiertos en este 
momento y, al día de hoy, no existe desaliento en cuanto al impuesto. Ha tomado efervescencia, 
reitero, a partir de que esto tomó estado público, pero nadie hablaba de ello. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Para terminar, quiero decir que la respuesta está en función de las 
vacantes. A su vez, digo —porque acá se señaló cuando vinieron los clubes y el Centro Militar— que si 
cuando entramos a la Facultad de Agronomía hubiéramos pensado mucho en las expectativas de 
trabajo y de salida que teníamos, no habríamos estudiado nunca la carrera; era un tema de vocación. 
Estoy seguro de que los integrantes de las Fuerzas Armadas tienen, mayoritariamente, aún más 
vocación que los que entramos en la universidad para hacer nuestro camino. Debería ser así porque, si 
no, empezaría a preocuparme seriamente. 


SEÑOR CAMY.- Queremos agradecer al ministro por las respuestas que ha brindado y vamos a 
esperar las que quedaron pendientes. 


Estribando lo que señaló el señor senador Delgado quiero dejar una pequeña constancia, por 
el respeto que el ministro sabe que le profeso a su persona y la frontalidad con la que siempre hemos 
hablado. 


Tomé nota textual cuando en referencia al impuesto el ministro señaló: «Venimos con un 
concepto, desde defensa, de que el mismo será aplicado hasta junio de 2018». Ese concepto, «desde 
defensa», creemos que podría ser también aplicable —y no queremos que nos conteste ahora, llévelo, 
por la confianza que le tenemos-— para la pregunta n.* 6, referida a si existe alguna propuesta del 
Servicio de Retiro y Pensiones de las Fuerzas Armadas o del Ministerio de Defensa Nacional para 
modificar la actual normativa y reducir la asistencia financiera. El señor ministro respondió que el 
Poder Ejecutivo lo envió y que no lo puede trasladar. Lo entendemos y respetamos su respuesta, pero 
es importante también —al menos para quien habla— que el Parlamento maneje toda la información. 
Después, en el debate político, cada uno dará a conocer los juicios de valor que tenga sobre el tema — 
obviamente, en política todos sabemos que a veces las cosas se hacen cuando se quiere o, a veces, 
cuando se puede- y tendremos miradas que serán subjetivas, o no, discordantes oO 
comprensivas. 


Quiero que quede bien claro que, según consta en la versión taquigráfica anterior, se afirmó 
que había retiros y pensiones por $ 340.000, y resulta que hoy se nos informa que la más alta es de $ 
238.000. Comprenderá el señor ministro que el Parlamento y esta comisión que está estudiando el 
proyecto de ley necesitan saber todas las opiniones. No hicimos esta pregunta con el ánimo de 
procurar saber si hubo discordia en el Poder Ejecutivo, porque las hubo y las habrá, en todos los 
Gobiernos las hubo, porque ocurre en todas las organizaciones plurales que forman los seres 
humanos. No iba con ninguna consideración de otro tipo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos mucho su presencia. 


SEÑOR MINISTRO.- Nos hemos sentido muy bien, en un ámbito de respeto, y hemos tratado de 
aportar información. Por otra parte, la vida política no se trata sino de eso. 


Queremos reiterar que los números que hemos manejado en la comisión —lo señalo porque el 
señor senador recién lo planteó- son los que un organismo dependiente del ministerio nos aporta, y 
son los que trasladamos desde el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nuevamente, muchas gracias. 


(Se retiran de sala el señor ministro de Defensa Nacional y demás autoridades). 


(Ingresan a sala los representantes del Colegio de Abogados). 


—-La Comisión de Hacienda agradece la presencia de los representantes del Colegio de 
Abogados, quienes han sido convocados para analizar un tema, aunque en el ínterin se planteó otro. 
Por lo tanto, les pedimos disculpas por el poco tiempo de que dispusieron para estudiarlo. Sabemos 
que en el día de hoy nos podrán brindar un informe general y que, de ser necesario, acordaríamos otra 
instancia para reunirnos nuevamente. 


Sin más, les damos la palabra. 
SEÑORA SEIJAS.- Muchas gracias por la invitación. 


Es muy importante que el Colegio de Abogados, a través de los distintos técnicos, tenga la 
oportunidad de pronunciarse sobre los diferentes proyectos de ley. 


En este caso me corresponde abordar el tema desde el punto de vista del Derecho Tributario. 
Soy docente de Derecho Tributario y conformo la Comisión de Asesoramiento Tributario del Colegio. 
Por lo tanto, el abordaje que hice del proyecto de ley que nos fue enviado, fue estrictamente desde el 
punto de vista del derecho tributario. 


La exposición que realizaré servirá mucho para analizar los impuestos  —precisamente, es la 
que induzco a mis alumnos a seguir— porque trata de un análisis de las distintas partes en la que está 
estructurado un impuesto. 


Primero corresponde calificarlo. En este caso, se trata de un impuesto; su denominación no 
importa. ¿Qué implica esto? Implica que para ser sancionado debe contemplarse lo que establece el 
artículo 87 de la Constitución, que establece que se necesita la mayoría absoluta del total de 
componentes de cada Cámara. 


¿Cuál es el hecho generador? El hecho generador debe ser abordado desde los distintos 
aspectos que lo conforman. El primero es el aspecto objetivo, es decir, sobre qué recae, qué es lo que 
se está gravando. Generalmente está vinculado con un verbo, que, en este caso, es ser titular de 
retiros y pensiones servidos por el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. 


El aspecto temporal es cuándo se va a verificar el hecho generador. Si bien no está 
expresamente delineado tal cual lo estoy mencionado, del texto surge que es un tributo mensual. 


En lo que refiere a los aspectos espacial y subjetivo, este último en cuanto a determinadas 
consideraciones para conjugar el verbo no está presente y no son imprescindibles en la norma que 
estructura el impuesto. Cuando se verifiquen estos aspectos a los que hice referencia van a ser la 
obligación tributaria y ahí se van a desplegar los distintos efectos: los cuantificantes y los subjetivos. 


Entre los efectos cuantificantes tenemos la base de cálculo y las alícuotas. Quiero hacer una 
observación con respecto a la base de cálculo. La base de cálculo es sobre qué vamos a aplicar las 
alícuotas, las tasas. Lo que dice la norma proyectada es el monto nominal mensual más un doceavo de 
aguinaldo. Me pregunto: ¿van a gravar dos veces el aguinaldo? Desde mi punto de vista —aclaro que 
soy abogada y no contadora—, tal como está redactado parecería que todos los meses le suman un 
doceavo y que cuando le pagan el aguinaldo también le suman un doceavo. Desde mi punto de vista, 
hay que prestar atención a cómo está definida la base de cálculo. 


SEÑOR MICHELINI.- Es anual, pero después se divide mensualmente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito a los señores senadores que primero escuchemos la exposición; 
después haremos las preguntas pertinentes. 


SEÑORA SEIJAS.- En realidad, la única referencia al aspecto temporal que he visto es que —con esto 
respondo al señor senador— será sobre las retribuciones mensuales. Si esto se hace sobre las 
retribuciones mensuales y al monto mensual nominal le sumamos un doceavo, ¿qué pasa cuando se 
cobra el aguinaldo? Simplemente quiero llamar la atención sobre este aspecto. 


Ahora se despliegan los llamados aspectos subjetivos. El sujeto activo, en este caso, es el 
Ministerio de Economía y Finanzas, y como sujeto pasivo, de acuerdo con el Código Tributario, 
tenemos a los contribuyentes, que son los titulares de retiros y pensiones que sirvan a la caja militar. El 
responsable, el agente de retención será el propio Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas. Acá también quisiera hacer una observación. 


El artículo 3.* dice: «Artículo 3*.- (Retención liberatoria). El Servicio de Retiros y Pensiones de 
las Fuerzas Armadas deberá retener la prestación pecuniaria a que refiere el artículo 1%, retención que 
tendrá efecto liberatorio para el contribuyente». En puridad, sugeriría hacer referencia estrictamente al 
artículo 23 del Código Tributario. ¿Por qué? Porque el efecto liberatorio de la retención está justificado 
en nuestro derecho en la medida en que la retención sea correcta; si la retención no es correcta o 


completa, el contribuyente no queda liberado. Por lo tanto, si optamos por la figura del agente de 
retención, que me parece que es la correcta —no la del responsable sustituto—, no le podemos dar a la 
retención un efecto liberatorio de manera genérica porque no estamos exentos de errores. Distinto 
sería que se dijera, por ejemplo, que políticamente vamos a asumir los errores si hoy o mañana 
retenemos mal, pero desde el punto de vista de la técnica no es correcto. 


Tengo otra observación para hacer y es con respecto al artículo 6.*, que dice: «Artículo 6*.- 
(Imputación del aporte montepío).- Los contribuyentes a que refiere el artículo 2*, que realicen el aporte 
de montepío establecido en el artículo 24 de la Ley N* 13.033, de 7 de diciembre de 1961, en la 
redacción dada por el artículo 1% del Decreto — Ley N* 15.488, de 24 de noviembre de 1983, imputarán 
el citado aporte como pago a cuenta de la prestación pecuniaria creada por la presente ley. De surgir 
un excedente, el mismo no dará derecho a crédito ni podrá imputarse a otros pagos de esta 
prestación». 


¿Por qué llamo la atención sobre esto? Este aporte extraordinario de montepío está previsto 
para aquellos casos en que la persona se retira voluntariamente pero no hizo los aportes por 
determinada cantidad de años; creo que son treinta y seis años. Por lo tanto, el efecto de mezclar en 
esta norma que se está proyectando lo que establece la Ley n.* 13033, desde mi punto de vista, es una 
remisión no justificada. Se estarían perdonando aportes por un concepto que, de pronto, a otros no se 
les perdona porque como las tasas en este impuesto serán progresivas, hay una franja de titulares de 
pensiones o jubilaciones que no estarán descansados ni se verán beneficiados por el perdón que se 
otorga en este caso. 


Estas son las observaciones que, desde el punto de vista del derecho tributario, tenía para 
hacer. 


SEÑOR RISSO.- Buenos días y muchas gracias por la invitación. He venido en representación del 
Colegio de Abogados y, como siempre digo, espero que lo que voy a aportar sirva para el trabajo 
parlamentario y no sea simplemente una pérdida de tiempo para ustedes. 


Voy a referirme exclusivamente al tema constitucional. Para ello voy a confrontar este tema 
del impuesto con el artículo 67 de la Constitución. Esto es algo que he hecho en el pasado; incluso, 
hay alguna publicación, pero lamentablemente no pude traer una copia. De todas formas, revisé todos 
los antecedentes y la jurisprudencia posterior a ese estudio de la Suprema Corte de Justicia e, incluso, 
hice un ajuste en un argumento que voy a señalar a continuación. 


Para entender el artículo 67 de la Constitución de la república hay que ponerlo en el contexto 
histórico. En 1982, cuando se produjo el quiebre de la tablita, se agudizó una situación económica 
extraordinariamente grave que venía atravesando el país, lo que llevó a que el primer gobierno 
democrático recibiera, no una hiperinflación pero sí una inflación sin control, un déficit fiscal muy alto y 
un gran sobreendeudamiento. La realidad es que en aquellos años las jubilaciones se transformaron en 
la principal válvula de ajuste para combatir todos los desequilibrios económicos y, según se decía por 
parte de las agremiaciones de jubilados en aquellos tiempos, se llegó a los niveles más bajos de 
jubilaciones en la historia del Uruguay. Por cierto, nos mostraban los recibos y había jubilaciones 
escandalosamente bajas; sigue habiendo problemas en ese sector, pero en aquella época era 
escandaloso. 


Esto llevó a que cuatro entidades -—la Confederación General Reivindicadora de Clases 
Pasivas, la Asociación de Jubilados de Ancap, la Coordinadora de Afiliados a la Seguridad Social y la 
Asociación de Jubilados para Cargos Administrativos, Técnicos y de Dirección —esta última no sé qué 
era— iniciaran la tarea de un proyecto de reforma constitucional. El texto fue redactado, en la 
recolección de firmas hubo un apoyo explícito del PIT-CNT y todos los partidos adhirieron y 
recomendaron que en el plebiscito se votara a favor de la reforma, con una excepción, que fue el 
sector del entonces candidato a la presidencia Jorge Batlle, quien se opuso a la reforma constitucional. 
Lo que sostenía el doctor Batlle era que a largo plazo la reforma constitucional sería absolutamente 
inviable, que no se podría pagar y que, por lo tanto, él hacía el matiz y no debía votarse. Pese a todo 
eso, llegado el momento, la lista 15 ensobró la papeleta por la reforma, pero la posición de Jorge Batlle 
había sido muy clara. En definitiva, por una votación ampliamente mayoritaria, la reforma constitucional 


fue aprobada y este artículo entró en vigencia el 1.? de mayo de 1990 con todas las consecuencias que 
trajo. 


¿Cómo se armoniza la reforma con el anterior artículo 67? En lo que tiene que ver con el 
tema que está en discusión en la comisión, en principio, se mantiene el hecho de que las jubilaciones 
deben ser garantizadas. El Estado tiene que brindar una garantía de retiros adecuados; no es 
simplemente una prestación graciosa, sino que debe garantizar recursos adecuados. 


Por otra parte, se añade un reajuste. Se dice que las jubilaciones tienen que reajustar por el 
índice medio de salarios y se agrega, además, cuándo tienen que reajustar. Se asocian los 
incrementos de las pasividades y los de los salarios de los funcionarios de la Administración central. 


Además, se mantiene la solución de que cuando los recursos que reciben los distintos 
sistemas de jubilaciones no son suficientes, el Poder Ejecutivo tiene que cubrir la diferencia. Esto era lo 
que criticaba el doctor Jorge Batlle; ahora, sea cual sea el monto, el Poder Ejecutivo tiene que cubrir 
esa diferencia. 


Este sistema funcionó durante muchísimo tiempo —aunque con problemas desde el primer 
momento— hasta que hace algunos años empezó una variante, que es la tributación sobre las 
jubilaciones. La primera fue el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Recuerdan que al principio 
hubo una jurisprudencia que declaró la inconstitucionalidad solo para el caso de las jubilaciones pero, 
en definitiva, el IRPF fue sustituido por el lASS, establecido en la Ley n.” 18314. Luego vino un 
segundo tributo exclusivamente para la caja bancaria, que es muy parecido a este porque es un 
impuesto sobre las jubilaciones que se vierte a la propia caja bancaria, o sea que estamos hablando 
exactamente de la misma situación. 


¿Cuál es el efecto real, desde el punto de vista constitucional, que tiene el impuesto de la caja 
bancaria y que también va a tener este tributo sobre el que se está discutiendo? Los efectos son dos: 
bajar las jubilaciones más altas y, a la larga, reducir la prestación del Poder Ejecutivo, que va a tener 
que entregar menos dinero porque la diferencia entre lo que hay que pagar y la plata que se tiene va a 
ser menor. 


Acá hay algo que quiero corregir. En el pasado, para analizar estas prácticas, utilicé el 
concepto de perversión constitucional. En el derecho constitucional hay algunas expresiones técnicas — 
después me di cuenta, pero en aquel momento no lo tenía tan claro— que en el idioma español tienen el 
efecto de desacreditar a la otra persona o resultan verdaderamente agresivas como, por ejemplo, 
«transfuguismo parlamentario». En derecho constitucional esta expresión no tiene nada de agraviante; 
sin embargo en el uso del idioma español el concepto «tránsfuga» tiene un contenido descalificatorio 
según a quién se le dirija. Por eso el concepto de «transfuguismo parlamentario» se ha empezado a 
abandonar. En general, los manuales contemporáneos de derecho constitucional ya no hablan más de 
«transfuguismo», justamente para no usar una palabra tendenciosa que condiciona el análisis del 
tema. 


Pasa lo mismo con la expresión «perversión constitucional». Hay una cantidad de ejemplos 
históricos en América y en Europa. El primero que se menciona es el de Julio César, es decir que hay 
una larga tradición en esto. Claro que la noción de «perversión constitucional» en idioma español 
implica «viciar», una intención de engañar, de destruir algo; por lo tanto, realmente creo que no es la 
expresión más adecuada y voy a hablar de «desnaturalización». La ventaja de hablar de 
desnaturalización es que no puede ser agraviante para nadie, porque yo puedo desnaturalizar algo de 
buena o de mala fe. En cambio, si yo pervierto algo lo estoy haciendo de mala fe. Creo que este tipo de 
impuestos implican una desnaturalización de la actual redacción del artículo 67 y, por lo tanto, son 
inconstitucionales. De acuerdo con el artículo 67, el Estado tiene que abonar las diferencias que sean 
necesarias para pagar las jubilaciones. Hay incrementos mínimos obligatorios que a texto expreso 
establecen en qué momentos hay que hacerlo y esto genera una suerte de intangibilidad parcial de las 
jubilaciones. Es un mínimo necesario que tienen que recibir los jubilados y los pensionistas; incluso 
esto se aplica también a las AFAP, es decir, a cualquier persona que sea beneficiaria de prestaciones 
de la seguridad social. 


Si en cambio se dieran aumentos por encima de este mínimo que establece la Constitución 
sería distinto; esa franja o ese máximo estaría fuera de la zona de intangibilidad y de protección 
constitucional. Ahí es donde está la desnaturalización. Estos impuestos vienen a hacer, por una vía 
oblicua, algo que la Constitución prohíbe, que es disminuir el monto mínimo garantizado 
constitucionalmente de jubilaciones y pensiones. 


Frente a esta posición que he sostenido en el pasado, recibí muchos argumentos, pero hay 
uno en contra que siempre reconocí que es verdaderamente inteligente. No lo dijo la Corte ni se 
manejó a nivel político, sino que lo escuché en una reunión interna en la universidad. Alguien me 
preguntó sobre ese tema y realmente me pareció un argumento inteligente. Me decía: «Los 
trabajadores cuyo salario contribuye a formar y a determinar el Índice Medio de Salarios reciben una 
detracción por el IRPF. Hay un cierto parecido entre el lASS y el IRPF. Por lo tanto, se cumple con el 
fondo de la constitución: Índice Medio de Salarios menos detracción de impuestos». El argumento es 
muy inteligente, repito, hay que reconocer que tiene su fundamento, pero no me convence porque la 
Constitución habla de que los aumentos son por el Índice Medio de Salarios y no dice: «Índice Medio 
de Salarios menos los impuestos que paguen los trabajadores. De todas formas este argumento es 
solamente para el IASS y para el tributo a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, pero para 
este, que es un nuevo tributo que no tienen los demás trabajadores, no sería válido. 


Cuando en derecho constitucional nos enfrentamos a este tipo de cosas es muy importante 
analizar el criterio, el fundamento último de lo que se está haciendo y tomar distancia del asunto, como 
sucede concretamente en este caso, sobre el tema de las jubilaciones y pensiones bancarias. 


La pregunta es: ¿se pueden gravar las jubilaciones militares con este tipo de tributos? 
Podemos alejarnos un poco de este tema y tratar de olvidar lo que dice la ley. Si admitimos que es un 
criterio válido establecer este tipo de tributos estaríamos admitiendo que por la vía de tributos se podría 
llegar, por ejemplo, al mismo nivel de jubilaciones que había en 1984, con lo cual la reforma 
constitucional de 1989 quedaría en letra muerta y no serviría para nada. 


Diría que este es un argumento que demuestra que este camino del impuesto para abatir el 
déficit es inteligente, pero el criterio en el que se sustenta tiene un problema constitucional que es 
bastante claro. 


Otro ejemplo a la distancia, ¿podría el Estado para pagar menos establecer un impuesto para 
las indemnizaciones que tiene que pagar cuando daña a un individuo por el motivo que sea? Un 
impuesto del 40 % sobre las indemnizaciones significaría que el Estado se ahorraría el 40 % de lo que 
tiene que pagar por indemnizaciones. En este caso la Suprema Corte de Justicia dijo que no, que eso 
sería inconstitucional, pero dice que es distinto al impuesto sobre las pasividades. El problema es que 
la Suprema Corte de Justicia no dice por qué es distinto. En realidad, veo exactamente la misma 
situación: se grava algo que un individuo debe recibir del Estado y el objetivo final —que es lícito porque 
apunta a mejorar las cuentas públicas— es que el Estado pague menos. Entiendo que, si como dijo la 
Suprema Corte de Justicia esto fuera inconstitucional, también lo sería este tributo a las prestaciones. 


En cuanto a la jurisprudencia, soy consciente, conozco —lo volví a repasar luego de recibida la 
invitación— la realidad jurisprudencial de todo esto. Hubo una cantidad de sentencias como aquellas 
que hicieron lugar a la inconstitucionalidad del IRPF que, desde el punto de vista técnico, fueron muy 
malas en sus fundamentos. Hay una jurisprudencia consolidada y la Suprema Corte de Justicia se ha 
pronunciado varias veces diciendo que el lASS es constitucional y, en alguna ocasión, ha dicho que el 
tributo a las prestaciones bancarias también lo es. Es decir que tenemos esa jurisprudencia. Entiendo 
que hay sentencias que están bien fundadas, pero otras no lo están y dentro de las bien fundadas los 
argumentos son distintos, pero en lo personal no llegan a convencerme. Creo que la Suprema Corte de 
Justicia no tira abajo este argumento central del artículo 67. 


Quisiera remarcar dos cosas que, si bien son bastante evidentes, me parece que hay que 
decirlas. En este momento, la Suprema Corte de Justicia cuenta con cuatro miembros porque se ha 
producido una variante y, de esos cuatro miembros, solo dos han participado en sentencias de este 
tipo, o sea que solo sabemos qué piensan al respecto dos de los miembros actuales. Por lo tanto, no 


sabemos qué resolvería hoy la Suprema Corte de Justicia frente a una acción de inconstitucionalidad 
por el tributo. 


Me da la impresión de que este es un caso típico para que se produzca un cambio de 
jurisprudencia. Esto es como la Ley de Caducidad —espero no generar alusiones políticas—, que tuvo 
problemas de constitucionalidad desde que nació. Durante más de veinte años la Suprema Corte de 
Justicia la declaró constitucional hasta que llegó un día, más de veinte años después, en que la 
jurisprudencia cambió y empezó a declararla inconstitucional. Esas cosas pasan con temas 
constitucionales muy cerrados y cuando hay intereses políticos muy importantes. Si bien no puedo 
saber lo que va a pasar, pienso que en algún momento la Suprema Corte de Justicia va a tener que 
cambiar la jurisprudencia en este tema porque si este criterio es constitucional, se van a poder anular 
absolutamente todos los aumentos de las jubilaciones y podríamos llegar al mismo nivel en que 
estaban antes de la reforma de 1989 y, por lo tanto, el artículo 67 quedaría en letra muerta. 


Voy a realizar dos comentarios más. En la versión taquigráfica vi que se ha manejado como 
fundamento constitucional de este impuesto el artículo 67 que habla de tributos, pero con todo respeto 
debo decir que el argumento está mal utilizado. El artículo 67 de la Constitución, en el inciso tercero, 
dice: «Las prestaciones previstas en el inciso anterior se financiarán sobre la base de: A) 
Contribuciones obreras y patronales», es decir recursos que ingresan al sistema, y continúa diciendo: 
«y demás tributos establecidos por ley. Dichos recursos no podrán ser afectados a fines ajenos a los 
precedentemente mencionados, y...» A lo que se refiere la Constitución, por ejemplo, es a que por una 
ley se agregue un punto de IVA y se diga que el producido por ese punto de IVA se va a destinar en su 
totalidad a la seguridad social o se van a gravar las transferencias de los jugadores de fútbol y lo que 
se recaude se va a atribuir a la seguridad social. En este caso, no se está haciendo esto. En este caso 
no hay nuevos recursos, sino un ajuste interno; se bajan algunas jubilaciones y el único efecto es que 
el Poder Ejecutivo va a tener que contribuir con menos dinero. Por lo tanto, me parece que el 
argumento que se ha manejado no es correcto. 


Para ir terminando quiero exponer un argumento jurídico más. En el mundo, en materia de 
principios de legalidad, de posibilidades de limitación de los derechos humanos, hay dos sistemas. 
Está el sistema alemán que admite que cualquier derecho humano puede ser limitado por ley, salvo 
determinados condicionamientos que establece la constitución alemana respecto del contenido 
esencial, determinadas pautas de justificación, etcétera. El otro sistema, que es el más extendido, es el 
francés donde únicamente se puede limitar por ley derechos humanos cuando hay una habilitación 
constitucional que lo permita. Ese es el sistema uruguayo. 


En la Sección Il de la Constitución nos encontramos con que una cantidad de veces se dice 
que este derecho se puede limitar como, por ejemplo, en el artículo 7. En materia de derechos de 
propiedad se nos dice que la propiedad puede ser limitada por leyes dictadas por razones de interés 
general y después se dice algo más grave, que es que se puede privar de la libertad por leyes dictadas 
por razones o necesidades de utilidad pública. 


Ese es el sistema uruguayo. 


En el artículo 67 no hay habilitación para que los derechos que de él surjan sean limitados por 
ley. Me parece que, en el sentido técnico, los jubilados y los pensionistas son titulares de un derecho 
subjetivo perfecto, incluso frente a la ley, que no puede ser limitado en ningún caso. 


En definitiva, y obviamente reconociendo que la última jurisprudencia constante de la 
Suprema Corte de Justicia es contraria, creo que este tipo de tributos tienen un problema de 
constitucionalidad que me parece que es razonablemente claro. Me permito pensar que no hay que 
confiar tanto en la jurisprudencia que tiene la Suprema Corte de Justicia, pues es uno de los típicos 
temas que las nuevas integraciones revisan o deberían revisar. Compartirán la posición anterior o la 
cambiarán, pero no es una cosa que pase directamente sin mayor análisis. 


Por último, aclaro que no tengo conocimientos técnicos ni información para saber si el 
sistema actual de jubilaciones es viable o inviable, pero reconozco que cabe la posibilidad de que 


alguien demuestre que el sistema actual es inviable, como decía el doctor Jorge Batlle antes de que se 
aprobara la reforma constitucional. 


Supongamos —no estoy afirmándolo; lo ignoro, no lo sé- que se pueda demostrar que el 
sistema que surge del artículo 67 de la Constitución es inviable, que no se puede cumplir con él. Creo 
que no se debe ir por vías indirectas, como pueden ser estos impuestos, sino que hay que plantear esa 
inviabilidad y modificar la Constitución, porque si no estamos haciendo trampas y desnaturalizando lo 
que se hizo. 


Repito que en 1989 se quiso que las jubilaciones fueran intangibles, que no pudiera pasar 
ninguna forma de descenso, de no ajuste, de que esto se perdiera, pero en definitiva, con estos 
impuestos, sí se está llegando al fin que la Constitución no quiere. 


SEÑOR CAMY.- Es un gusto recibir al doctor Risso y a la doctora Seijas. 


Tenemos anotadas algunas preguntas y consideraciones para realizar. Ambas alocuciones 
han sido contundentes. Nos ha quedado claro lo expresado y vamos a obviar realizar algunas 
preguntas. Particularmente la posición expuesta por el doctor Risso con respecto al artículo 67 que, 
como bien precisó, reza en la última versión taquigráfica cuando vino el señor subsecretario de 
Economía y Finanzas, que fue quien argumentó lo que expresa el literal A del artículo sobre los nuevos 
tributos, me parece que ha sido contundente e, incluso, coincide con la versión que el doctor Gonzalo 
Aguirre también relatara con respecto a la afectación de la constitucionalidad que presenta este 
proyecto de ley. 


Más allá de que de las exposiciones se desprenden algunas de las cosas que voy a 
preguntar, quisiera saber si se me pueden contestar más contundentemente algunos de los aspectos 
sobre los que voy a consultar. 


Quisiera saber si el Colegio de Abogados tiene la idea de que el nuevo impuesto, al proyectar 
la reducción del beneficio jubilatorio, está lesionando derechos adquiridos. 


También me gustaría saber si constituye una doble imposición, teniendo en cuenta que grava 
el mismo hecho generador ya gravado por el lASS. 


Además, consulto si por la forma en que se calcula el nuevo impuesto y teniendo en cuenta 
que las personas que resultarían gravadas ya aportan el lASS no sería un impuesto confiscatorio. 


Asimismo, quiero saber si el tratamiento que se pretende dar al Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas con respecto al de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias 
que establece la Ley n.* 17841 no implica un desconocimiento sobre la naturaleza distinta de ambas 
instituciones de seguridad social y el diferente estatus jurídico que tienen sus beneficiarios. 


SEÑORA SEIJAS..- ¿Puede reiterar la pregunta? 


SEÑOR CAMY.- Me refería al tratamiento similar, en función de lo que hemos recibido en la comisión, 
como uno de los argumentos que se le pretende dar en esta imposición que se proyecta al servicio de 
retiros y pensiones con lo que se aplicó a la caja bancaria y eso, de alguna manera, desde el punto de 
vista jurídico, puede implicar desconocer que los organismos de seguridad social tienen distinta 
naturaleza jurídica, incluso, el estatus jurídico de los beneficiarios. 


Y también pregunto si podemos manejar el concepto, que es opinión del Colegio de Abogados 
del Uruguay, de que la aplicación del impuesto es violatorio del artículo 67 de la constitución de la 
República. 


SEÑOR BERTERRECHE.- En primer lugar, quiero aclarar que soy un neófito en términos jurídicos y 
constitucionales, a pesar de ser un legislador. 


En segundo término, quiero decir que cuando la gente sabe puede explicar claramente lo que 
está hablando, sin que a alguien le cueste entender, sobre todo cuando están seguros de lo que dicen. 
Por tanto, muchísimas gracias por la presentación. 


Tenía una pregunta para realizar, pero ya se me adelantó con la respuesta el doctor Risso en 
cuanto al tema de la caja bancaria. Confirmo entonces que hubo reclamos de inconstitucionalidad, pero 
el tema fue declarado constitucional. Me queda claro que esto puede cambiar. De hecho, fui víctima de 
eso cuando estaba en el Instituto Nacional de Colonización. Depende de la constitución de la corte si 
es constitucional o no, no del hecho; eso me genera cierto ruido en mi cabeza, pero bueno, es así. 


Pero con el mismo argumento, ¿cómo se entiende el tema de los topes en las jubilaciones del 
BPS o de la caja profesional? Porque también se afecta lo que cobra el pasivo. Debería ser el mismo 
argumento. 


Ahora tengo para hacer una disquisición y no una pregunta, porque me sonó cacofónico algo 
que dijo el doctor Risso cuando habló del artículo 7* de la constitución que se refiere al interés general. 
Expresó que es más grave aún. No sé por qué puso el adjetivo de grave al hecho de limitar. Me resultó 
interesante el planteo aunque me sonó cacofónico. 


SEÑORA SEIJAS.- Voy a responder algunas de las preguntas que se hicieron. Sobre el tema de la 
naturaleza jurídica de la caja bancaria y de la caja militar, en realidad, nuestro sistema de seguridad 
tiene la particularidad de que está dividido, históricamente —quedan rémoras todavía de ello—, por lo 
que tenemos el Banco de Previsión Social, las cajas paraestatales, la policial y la militar, una 
dependiente del Ministerio del Interior y la otra del Ministerio de Defensa Nacional. Desde el punto de 
vista ontológico, cubren la contingencia de la muerte e invalidez. Y desde ese punto de vista son 
iguales. Es obvio que no necesariamente se va a acceder a la jubilación con las mismas causales 
porque las actividades son diferentes. No es lo mismo la actividad de un bancario que la de un militar y 
no es necesario demostrarlo, pero desde el punto de vista de la seguridad social cumplen la misma 
función que es cubrir el riesgo que pueden sufrir los integrantes de la comunidad. Inicialmente esta 
actividad de la seguridad social surge como una necesidad que se va dando en los trabajadores y en 
los empleadores, pero después va evolucionando hasta que en determinado momento el Estado 
entiende que tiene que intervenir y forma parte de uno de sus cometidos. En nuestro país brinda el 
servicio a través del Banco de Previsión Social, de las cajas paraestatales y de estas dos cajas. La 
seguridad social busca cubrir riesgos que quizá no vayan a acaecer. Lo seguro es la muerte, porque 
todos nos vamos a morir; no sabemos si vamos a llegar a jubilarnos, si vamos a llegar a la edad 
jubilatoria, si vamos a reunir los años de aportes o si nos vamos a quedar inválidos, pero la actividad 
esencialmente es la misma. Espero haber respondido la pregunta. 


SEÑOR RISSO.- Voy a seguir el orden y voy a hablar sobre el fundamento y el tema de los derechos 
adquiridos. Creo que es un problema terminológico. Si se quiere plantear que se afectan derechos 
adquiridos que surgen del artículo 67 se puede decir en esos términos, no hay ningún problema, pero 
me parece que es más directo decir que se están desnaturalizando esos derechos porque no hay un 
ataque directo sino indirecto. En sustancia estamos hablando de lo mismo. 


En cuanto al tema de la duplicación, en este caso no veo problemas. No creo que ahí haya un 
problema de constitucionalidad. Era distinto el tema que se planteaba con el ICIR, por ejemplo, pero 
acá no veo problemas, aunque sé que el doctor Aguirre sí los ve. 


En relación al diferente tratamiento o la distinta naturaleza jurídica que podrían tener el 
sistema militar y los otros, comparto lo que dijo la doctora Seijas. A los efectos jubilatorios no veo 
mayores diferencias, salvo en un solo aspecto sobre el que puedo hablar pero no puedo profundizar 
porque no lo conozco en detalle. Los jubilados militares tienen un sistema distinto a todos los demás en 
la medida en que mantienen la obligación de prestar servicio y los demás jubilados no la tienen. Ellos 
pueden ser llamados a actuar en cualquier momento y creo que ahí es donde está la diferencia. Se les 
paga el retiro, pero también hay que pagarles algo por estar a la orden. No conozco el tema como para 
profundizar, pero fuera de esto no veo diferencias. 


Con respecto a si pienso que el impuesto es contrario al artículo 87, creo que sí y ya lo dije. 


Sobre lo que expresó el señor senador Berterreche quiero decir que eso de ser neófito está 
mal utilizado. El juez más famoso de la historia, sin lugar a dudas, fue John Marshall. Fue presidente 
de la corte suprema de los Estados Unidos desde 1801 a 1830. Es el juez más famoso y sus 
sentencias y sus conceptos tienen actualidad hasta el día de hoy. Sin embargo Marshall no era 
abogado, estudió seis meses en una facultad y después se fue a la guerra contra los ingleses. Hay 
quien dice que fue tan genial por no ser abogado, porque no se dejó arrastrar por las doctrinas y por 
las teorías. Por lo tanto, no creo que el hecho de no ser abogado lo descalifique. 


El señor senador también habló de la inconstitucionalidad de los hechos y no de la integración 
es lo que pasa siempre y también pasa en este ámbito, según la integración de las cámaras es cómo 
van cambiando las decisiones políticas. El hecho es el mismo, solo que el cambio de miembros en la 
corte puede implicar que las cosas se vean distintas. 


SEÑOR BERTERRECHE.- El problema es que siempre he escuchado y escucho sistemáticamente 
que el Poder Judicial en esencia es un poder técnico y no político. Tengo el concepto de que tiene un 
componente político importante y esto lo argumenta, pero en las discusiones del Parlamento una y otra 
vez se habla de que el Poder Judicial es casi aséptico en lo político. Le agradezco que confirme mis 
sospechas. 


SEÑORA SEIJAS.- Por un lado, voy a quebrar una lanza por el Poder Judicial porque en nuestro 
sistema de derecho no crea precedentes. Por otro, se están interpretando normas que se expresan 
por el lenguaje que se interpreta según las coordenadas de tiempo y espacio, y según el leal saber y 
entender de cada uno. Justamente, esa es la riqueza de las normas, esa es la riqueza que tiene el 
hecho de que el Senado esté trabajando para que la norma sea lo más completa posible. Pero es muy 
probable que el año que viene surjan puntos de vista o cuestionamientos respecto a temas que 
ustedes creyeron que quedaron cerrados; es producto del trabajo humano. 


SEÑOR RISSO.- Voy a decir algo más simple. Toda interpretación jurídica, por definición, admite otra. 
Aveces son muchísimas las interpretaciones y esa es la realidad. En general nos ponemos de acuerdo 
sobre muy pocas cosas. Hasta Einstein es cuestionado y hay gente que critica algunas de sus teorías 
aunque nadie ha podido demostrar algún error en ellas. 


Por otra parte, el tema del tope, presenta más de un problema de constitucionalidad. El primer 
lugar, se aplica a las jubilaciones más altas, que son las que aportaron más. Entonces, ahí se genera 
una dificultad en cuanto al principio de igualdad. También puede haber un problema con el artículo 67 
cuando el tope juega para impedir la intangibilidad. En general no pasa porque el tope también va 
aumentando en la medida en que se incrementa la jubilación, pero puede haber algún caso en que 
este sistema afecte lo que dice el artículo 67, lo que configuraría una inconstitucionalidad. 


El punto final, que me parece muy interesante, tiene que ver con el derecho de propiedad. 
Pese a lo que piensa mucha gente, este derecho es, quizás, el menos protegido en la Constitución. 
Prácticamente todos los derechos constitucionales pueden ser limitados por razones de interés 
general: la libertad física, el honor, la propiedad, la intimidad. El derecho de propiedad, entonces, 
también puede ser limitado según el inciso primero del artículo 32 de la Constitución. Pero su inciso 
segundo agrega algo que es mucho más grave para el derecho de propiedad y que no lo tiene ningún 
otro derecho: la posibilidad de expropiar. En este caso a la persona se le saca parte del derecho, por 
ejemplo, la propiedad de un inmueble. Reitero que eso no existe en ningún otro derecho pues la 
posibilidad de su privación, no está. 


Lo que dije es que la privación es más grave pero está permitida en el artículo 32 de la 
Constitución, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos así como en casi todas las 
constituciones modernas. Repito una vez más: la posibilidad de privación es algo exclusivo del derecho 
de propiedad y es el único derecho al que la ley le puede sacar un pedacito; a los otros los puede 
limitar, simplemente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos sus consideraciones sobre este tema. Ahora les 
pediríamos que incursionen en el otro asunto que fue motivo de la convocatoria, aunque en forma 


tardía. Concretamente, habíamos solicitado que nos hicieran un informe general respecto al proyecto 
de ley sobre transparencia fiscal. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Se repartió hoy? 
SEÑORA PRESIDENTA.- No, la semana pasada. 


SEÑOR RISSO.- De pronto, me parece que sería interesante ingresar en ese tema haciendo dos 
consideraciones. Como me mandaron el documento hace unos días, no pude hacer un estudio 
detenido del derecho. Además, es un asunto tributario que atañe más a la doctora Seijas que a mí. 


Lo único que hice fue situarme en dos aspectos del proyecto de ley. En primer lugar, hay algo 
que se arregló y que es muy importante que no se desarregle en la Cámara de Senadores: me refiero 
al artículo 17 de la iniciativa. Este artículo terminaba diciendo: «frente a la Dirección General Impositiva 
con toda suerte de secreto». Todos iban a estar obligados a brindar información a la DGI. Eso se 
corrigió y se agregó lo relativo al secreto de las entidades financieras. Ahí deja de haber problemas. 
Hay un aspecto que es medio ingrato e incluso hay periodistas que se enojan cuando los abogados 
salimos a decir que no se puede limitar el secreto de los abogados; esto no es un capricho. En primer 
término, hay texto expreso en materia penal, en la Convención Americana, todo lo que sea 
comunicación del cliente con el abogado está amparado por un secreto que no tiene límites en ningún 
caso. 


El otro problema es que en la Convención Americana hay un derecho que se llama de acceso 
a la justicia, que tiene tres etapas: derecho a poder ir a los tribunales; a que los tribunales se 
pronuncien con todas las garantías en un plazo razonable y a que la sentencia se ejecute. La parte de 
acceso a la justicia es muy sensible y la relación con el abogado forma parte de eso. Si una persona 
puede pensar que un abogado, fuera de un proceso penal, va a tener que denunciar lo que está 
haciendo o va a quedar liberado de información frente a la DGI, va a dejar de ir y eso se transforma en 
una limitación indirecta del derecho de acceso a la justicia. Esto fue corregido en el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes y es importante que permanezca así. 


Otro tema mencionado en el informe en mayoría de la Cámara de Representantes refiere al 
principio de proporcionalidad y dice muchas cosas que están muy bien. 


La Suprema Corte de Justicia, este año, ha tenido un cambio verdaderamente importante y 
aplaudible en lo que significa razones de interés general. Ha dejado la vieja teoría que ya estaba 
absolutamente oxidada de Jiménez de Aréchaga y ha adoptado una nueva posición, una nueva visión 
que es la moderna, y que se utiliza en todos los países democráticos del mundo, se llama juicio de 
proporcionalidad. 


En el informe en mayoría se utiliza el juicio de proporcionalidad sobre todas las restricciones — 
dejemos a los abogados-— en materia de secreto frente a DGl y empieza haciéndolo muy bien. ¿Cuál es 
el fin de las restricciones? Que el Estado recaude. Está bien, es un fin legítimo, se establecen 
impuestos y el Estado los tiene que recaudar. 


Después hace un análisis. El primer paso es: ¿el medio es idóneo para alcanzar ese fin? Sin 
duda, es idóneo, si nadie tiene secreto y todo el mundo tiene la obligación de informar, la DGl va a 
tener mayor información. El segundo paso es la necesariedad. Se puede alcanzar ese fin sin lesionar el 
derecho —estamos hablando del derecho de intimidad, básicamente, de las personas— o lesionándolo 
en menor medida. En este punto el tema empieza a hacer agua por todos lados. Hay muchas formas 
de perseguir a los deudores y de controlar la evasión que no pase por la eliminación total del derecho 
de intimidad, en lo que refiere al secreto. O sea que hay otros caminos. 


Fundamentalmente, el tercer paso, es la ponderación en sentido estricto. Hay que poner en el 
platillo de la balanza los intereses contrapuestos: por un lado, el derecho a la vida privada, a la 
intimidad de las personas, y por otro, el interés legítimo del Estado de perseguir y combatir la evasión. 
El informe en mayoría dice que gana este. Me parece bastante claro que el derecho gana frente al otro 


tema y solamente en casos muy puntuales podrá admitirse lo opuesto. De lo contrario, podríamos 
llegar a situaciones terribles porque ese mismo criterio lo podríamos aplicar para combatir cualquier 
organización criminal, que todo el mundo fuera perdiendo el derecho a la intimidad, que se pudiera 
registrar las casas, los papeles y demás. 


Creo que cuando se afecta la intimidad hay un problema serio. Por ejemplo, después del 
ataque a las Torres Gemelas —no recuerdo el nombre del secretario de Estado que estaba durante la 
presidencia del señor George Bush- hubo un avance brutal sobre todos los derechos de los 
ciudadanos norteamericanos; algunos quedaron, pero la mayoría fueron corregidos por los jueces. Uno 
de ellos fue sobre la correspondencia y el argumento que daba sistemáticamente el gobierno —por 
medio del secretario de Estado era que los americanos honestos no tenían que preocuparse, porque 
la medida era para los malos, los terroristas, los enemigos y demás. Era un argumento absurdo 
porque para combatir al terrorismo le quitaban los derechos a toda la población de Estados Unidos, y 
acá me parece que pasa lo mismo. Para proteger y buscar legítimamente a los evasores, limitamos los 
derechos de toda la población, sean o no evasora. No soy evasor, y también me cercenan los derechos 
humanos. 


Creo que se trata de un problema de enfoque, y quizás haya que mirarlo desde el punto de 
vista constitucional. En cuanto al texto concreto, debo decir que lo leí, aunque no puede profundizar 
porque es tributarista y, definitivamente, no es mi área. 


SEÑORA SEIJAS.- Voy a hacer una reflexión, porque ahora estoy tomando contacto con el tema. 
Quiero enfatizar la importancia que tiene el cambio de texto del artículo 17, porque en la redacción 
original nos preocupaba porque en forma velada destruía distintos secretos, entre ellos, el secreto 
profesional. 


Sin perjuicio de preservar el derecho a la intimidad, me permito hacer otra reflexión. Creo 
que el enfoque debe dirigirse a la protección de los derechos y garantías consagrados en nuestra 
Constitución. Tenemos un gobierno democrático y republicano con derechos y, en lugar de destruirlos, 
pienso que debemos jerarquizarlos. Asimismo, darse cuenta que la confianza —no solo la intimidad— 
permite tener a un aliado en aquel que recibe el secreto. Me explico. Cuando el cliente consulta a su 
abogado y deposita toda su confianza para manifestarle lo que le pasa —igual ocurre cuando va al 
médico y le permite curarlo-, le permite al profesional asesorarlo para prevenir. Por eso es muy 
importante que en todas las profesiones los secretos sean respetados y tutelados, porque no 
cualquiera tiene esa carga del secreto y recibe la confianza del cliente. ¿Por qué lo recibe? Porque es 
idóneo y, ¿por qué es idóneo? Porque el Estado le confirió un título y la función para cumplir con la 
técnica y las normas en una sociedad. 


Complementando lo que sostenía con muchísima idoneidad el doctor Risso me gustaría 
marcar la importancia de esto, porque el profesional es un confidente necesario. ¿Por qué digo esto? 
Porque solo el profesional puede curar en el amplio significado de la palabra: puede solucionar, 
prevenir, alertar y advertir a la persona que es libre. Tenemos consagrada la libertad, pero también la 
posibilidad de ser protegidos y guiados. Creemos que eso estaba en tela de juicio cuando tiraron por 
tierra todos los secretos en el artículo 17. Por esa razón, aliento a que se mantenga la actual redacción 
de la disposición en cuestión. 


Con respecto a la ley de transparencia fiscal, voy a decir que es complicada. Tiene por lo 
menos tres grandes bloques y, aunque la conozco, no estoy preparada en este momento como para 
ayudarlos, aunque estamos a su disposición. 


SEÑOR AMORÍN.- Quedamos enormemente agradecidos por la información que nos han brindado 
sobre las dos leyes. Creo que con respecto a la ley relativa a la transparencia fiscal tendríamos que 
invitarlos para una nueva reunión y, con más tiempo, analizarla a fondo. 


El asesoramiento del Colegio de Abogados y, en este caso, de los tributaristas —-porque es 
una ley más que nada de materia tributaria—-, nos parece fundamental. Pero quería hacer una 
sugerencia a la señora presidenta delante de nuestros invitados. Tenemos un proyecto de ley que 
presentó el Colegio de Abogados del Uruguay y el Colegio de Contadores, Economistas y 


Administradores del Uruguay en el período pasado de Gobierno y nosotros volvimos a presentarlo en 
este período. Me refiero a la Carta de derechos del contribuyente. 


Un día sí y otro también constatamos que aumentan los poderes de la Dirección General 
Impositiva, por lo que creemos que es esencial la defensa del derecho del contribuyente. 


Lo que me alentó a realizar este planteamiento en el día de hoy fue una nota que leí en un 
matutino —no recuerdo cuál es— en la que el director de Rentas, el señor Serra, explicaba que todas las 
inspecciones que hacía la Dirección General Impositiva eran formidables, muy bien hechas y que 
estaba todo extraordinariamente bien. En lo personal tengo alguna duda pero no tendría por qué 
tenerla. Y si está todo bien y no hay ningún problema, la Dirección General Impositiva tampoco tendrá 
inconveniente en que aprobemos esta carta de derechos del contribuyente que lo que pide es que todo 
se haga bien. 


Sabemos que este proyecto de ley se va a aprobar —espero que con modificaciones y no con 
nuestro voto— pero creo que en esa balanza en la que buscamos siempre el equilibrio, habría que 
poner los derechos para defender al pequeño contribuyente que, frente a ese Estado gigante, es cada 
vez más pequeño. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Quiero agradecer la presencia de la delegación aunque, seguramente, 
deban concurrir nuevamente para considerar el proyecto de ley relativo a la transparencia fiscal, al que 
le son aplicables los últimos párrafos de vuestras alocuciones. 


Este es un tema muy profundo y coincido totalmente con lo que se acaba de decir sobre los 
derechos humanos pero, hoy en la modernidad y dinámica de los tiempos, hay algunos otros derechos 
humanos o presuntos secretos —obviamente corregidos en el artículo 17— que podrían verse afectados; 
esto es, un derecho humano que está afectando a otros derechos humanos que implican la 
modernidad. Es decir que la transparencia fiscal, traída a la luz de todo lo que estamos aprobando en 
el Parlamento con relación al lavado de activos y al narcotráfico, sin lugar a dudas está muy vinculada 
a otros menesteres de la vida pública. 


Me parece que lo bueno de esto será el debate que tendremos en la Cámara y que, 
obviamente, no eludiremos. Entendemos la mejora que se hizo al artículo 17 —pues seguimos el tema 
desde la Cámara de Representantes—, el cual quedó mejor redactado porque obliga a las entidades 
financieras. En lo personal, creo que una entidad financiera si no está en un contencioso o en un 
juzgado tiene que dar la información, como la da cualquier contribuyente. La diferencia que advertimos 
es que aquí se apunta a los contribuyentes que tienen dinero para pagar a un profesional, pero el 
trabajador, que es un contribuyente como cualquiera, no está protegido y no tiene nada que oponer; 
está todo arriba de la mesa. Según la información que tenemos sobre lo que sucede en países 
desarrollados a este nivel, hay empresas que tienen información directamente en el sistema bancario — 
es decir online—, pero el sistema uruguayo es muy particular. 


Admito lo expresado por el doctor Risso en cuanto a la diferencia existente entre el sistema 
alemán y francés, pero este es un tema que, a mi juicio, da para mucho más que eso. La modernidad 
indica que en el sistema bancario hay un lavado del narcotráfico que es un delito a nivel mundial y que 
apareja otras grandes violaciones a los derechos de la ciudadanía. 


En lo personal, me deja muchas dudas la ortodoxia de otros temas. 


También quiero decir —y lo reiteraré en sala— que el Uruguay, a raíz de una legislación que 
emerge de las SAFI, de 1948, a nivel de muchos profesionales siempre hizo de esto una industria en 
donde, no vamos a eludirlo, la cátedra también ha estado vinculada a todo el sistema offshore. 
Entonces, tengo que decirlo porque ya entramos en comisión trancando el tema. 


Obviamente, en este aspecto coincidimos con la visión de la Dirección General Impositiva, 
porque lo que recauda también es para proteger derechos de la gente como, por ejemplo, para pagar 


la previsión social, la salud pública, etcétera. Como se ha dicho en otra comisión de este Senado —se 
ha dicho y no se ha levantado el guante—, toda esta actividad es opaca y, por ende, a lo que refiere el 
proyecto es a una actividad opaca y, por lo tanto, el Estado está buscando el modo de acceder a esa 
información. 


Por otra parte, a partir del año 2011 hubo un cambio en la legislación. De un modo u otro se 
ha abandonado el principio de territorialidad, pues es evidente que las rentas de residentes tributan en 
el exterior. La Dirección General Impositiva ha aceptado que no ha sido posible acceder a esa 
información. Entonces, obviamente, hemos tenido que ahondar en la polémica periodística que ha 
habido desde hace muchos meses en torno a lo que se llama cribar o perforar el secreto bancario. 


Sin ningún lugar a dudas, esta será —y es— una discusión importante, por todo lo que han 
aportado hoy nuestros invitados y también por todo lo que el Gobierno tiene para decir en la materia. 


SEÑORA SEIJAS.- Quisiera hacer una aclaración. En mi intervención anterior no hice más que decir 
que estoy de acuerdo con la redacción que viene de la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Diputados; no sé si no me expliqué bien, pero traté de defender con fervor otro tipo de secretos, 
básicamente, el profesional. No es que ponga en tela de juicio todo lo que está mencionando el señor 
senador; simplemente, no puedo ayudarlos más en este tema porque no estoy preparada para analizar 
hoy la ley de transferencia fiscal. 


SEÑOR RISSO.- Como comentario, señalo que el secreto bancario no es un tema constitucional; es un 
tema legal que se regula y se modifica por ley. Acá el problema no son los derechos de los bancos, 
sino los derechos de los clientes de los bancos. El problema no es que se investigue a una persona 
que se sospecha, por determinados motivos, que está defraudando, puesto que a esa persona hoy, 
judicialmente, ya se le puede levantar el secreto bancario. El secreto bancario no es absoluto. El 
problema acá son las limitaciones o los descensos —por decirlo así- de los derechos generales para 
todos, para los buenos contribuyentes y para los malos contribuyentes, pues todos van a quedar 
expuestos frente a la Dirección General Impositiva. 


En materia de derechos humanos, en este caso, el derecho a la intimidad versus los intereses 
legítimos que puede mandar el Estado, siempre hay que ver el tema de la proporcionalidad, que es 
algo que varía. Tomemos como ejemplo la cuestión de la violencia en el fútbol. Una forma drástica y 
efectiva de terminar con esa violencia sería determinar por ley que los partidos clásicos entre Nacional 
y Peñarol se jueguen a puertas cerradas y que desde dos horas antes de que empiece el partido hasta 
cuatro horas después haya una especie de toque de queda donde nadie pueda salir de su casa. Sería 
extraordinariamente efectiva esta medida. Pero, ¿qué sucede? En ese caso estarían pagando justos 
por pecadores. Pero, además, en esa medida hay una desproporción: como hay barras bravas no se 
puede ir a ver al equipo que se quiero ver o, lo que es peor, no se puede salir a la calle. El tema está 
ahí: hay algunas cosas que se pueden implementar, no cabe la más mínima duda, pero hay que hacer 
ese balance que es lo que técnicamente en sentido estricto se llama ponderación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación por todos los aportes realizados. 


Quiero aclarar a los señores senadores que los repartidos y comparativos fueron entregados y 
que en la citación también estaba aclarado en qué condiciones participaba o venía de visita hoy el 
doctor Risso, de modo que no fue una sorpresa de último momento. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Son las 12:45). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


